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Resumen: El presente artículo adelanta un análisis sobre la aplicación del principio de favorabilidad como 
herramienta para enfrentar la coexistencia legislativa en la jurisdicción penal militar. En este contexto se hace 
una descripción del aspecto dogmático sobre la existencia y validez normativa, especialidad de la jurisdicción 
castrense, cambios legislativos que han antecedido a la reforma del 2010,  y la problemática a la que se debe 
enfrentar el operador judicial ante la concurrencia legislativa de la Ley 522 de 1999 y la Ley 1407 de 2010, 
esta última vigente en su parte general, especial y procesal de contenido sustancial. El estudio se aborda 
desde la perspectiva constitucional derivada del artículo 29 conocida como la garantía del principio de 
favorabilidad.   
 
Palabras claves 
Jurisdicción penal militar,  juez natural, fuerza pública, existencia, validez, eficacia,  
eficacia social; fuerza vinculante, principio de legalidad, principio de favorabilidad, 
coexistencia de leyes, concurrencia legislativa.  
 
Abstract 
This article presents an analysis of the application of the principle of favorability as 
a tool to face the legislative coexistence in the military criminal jurisdiction. 
In this context it is a description about the dogmatic element on the existence and 
validity rules, the specialty of the military courts, legislative changes that have 
preceded the reform of 2010, and the problem the judicial operator is facing with 
the legislative concurrency Act 522 of 1999 and the Law 1407 of 2010, the last 
prevailing in its general part, special and procedural of a substantial content. 
The study addresses from the constitutional perspective arising from article 29 
known as the guarantee of the principle of favorability. 
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INTRODUCCIÓN 
 
La reforma a la Justicia en Colombia mas allá de obedecer a una evidente 
necesidad identificada en el interior del país, es un programa internacional 
establecido por las Naciones Unidas en su plan  de colaboración a los países 
miembros cuyas sociedades sufren o han sufrido conflictos a “consolidar sus 
sistemas nacionales de administración de justicia con arreglo a las normas 
internacionales” de derechos humanos.  Dentro de este Plan las  “Naciones 
Unidas deben dar su apoyo a los grupos interesados en la reforma, colaborar en el 
fomento de la capacidad de las instituciones judiciales de los países, facilitar las 
consultas nacionales sobre reforma judicial y justicia de transición y colaborar para 
colmar la laguna en el Estado de derecho que es tan evidente en tantas 
sociedades que han sufrido conflictos”1
                                                          
1 Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, S/2004/616 del 3 de agosto de 2004.  
 
Las varias condenas contra Colombia en el plano internacional reflejan el conflicto 
interno en que ha subyacido el país durante más de 60 años de historia, y como 
consecuencia de ello se ha desfigurado el poder que enarbola la fuerza pública 
tornándose con la desviación de poder.  Para las Naciones Unidas “si algún 
sentido tiene el Estado de derecho es precisamente que nadie está por encima de 
la ley, ni siquiera el personal de mantenimiento de la paz”.  
 
Las anteriores precisiones conllevan a entender el por qué nuestro sistema penal 
colombiano y la jurisdicción penal militar es cambiante en las leyes que deben 
regir a la Fuerza Pública, cuando cometen delitos netamente militares o delitos 
comunes que tienen directa relación subjetiva y funcional con la misión 
constitucional a ellos encomendada.  
 
La Jurisdicción Penal Militar en su afán de cumplir con los estándares 
internacionales y estar a tono con la jurisprudencia sobre derechos humanos ha 
acatado las recomendaciones de implementar un sistema de justicia acorde con el 
concepto de Estado de Derecho para las Naciones Unidas2
Pese a que el nuevo sistema penal acusatorio en la jurisdicción penal militar debió 
empezar a implementarse desde el 1º de enero de 2012 no se pudo dar 
.  De allí surge 
inicialmente para la justicia preferente la Ley 906 de 2004 que implementó el 
nuevo sistema penal acusatorio en Colombia y posterior a ello, se redacta la Ley 
1407 de 2010 con el propósito de implementar el mismo nuevo sistema pero a la 
Justicia Castrense, la cual observamos es el reflejo de la Ley 906 de 2004, a pesar 
de la característica diferencial que enmarca a quienes son investigados y juzgados 
por esta jurisdicción especial.  
 
                                                          
2 Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, S/2004/616 del 3 de agosto de 2004, pagina 5 numeral 6: El 
concepto de “Estado de derecho” ocupa un lugar central en el cometido de la Organización. Se refiere a un 
principio de gobierno según el cual todas las personas, instituciones y entidades, públicas y privadas, incluido 
el propio Estado, están sometidas a unas leyes que se promulgan públicamente, se hacen cumplir por igual y 
se aplican con independencia, además de ser compatibles con las normas y los principios 
internacionales de derechos humanos”.  
 
cumplimiento a tal propósito, en consideración a la falta de financiación, 
equipamiento y capacitación; aunado a lo anterior, la falta de creación de la 
Fiscalía General Penal Militar y la Organización del Cuerpo Técnico de 
Investigación, haciendo necesario expedir el Decreto No. 4977 del 30 de diciembre 
de 2011 a través del cual se modifica el  artículo segundo del Decreto 2960 del 17 
de agosto de 2011 determinando que las cuatro (4) fases territoriales de desarrollo 
anual, para implementar la operatividad y aplicación del sistema penal acusatorio 
en la Justicia Penal Militar comenzará el 1º de enero de 2013.  
 
Ante lo anterior es evidente que en la actualidad y hasta que se culmine con la 
implementación del nuevo sistema procesal penal en la justicia penal militar, 
subsisten en su vigencia dos leyes que norman el procedimiento castrense, las 
cuales el operador judicial al momento de enfrentarse a un problema jurídico en un 
caso concreto, deberá evaluar cual de las dos normatividades aplicará sin 
quebrantar los principios fundamentales de origen constitucional e internacional.  
 
El derecho penal militar es una rama especial del ordenamiento penal ordinario 
Colombiano, toda vez que por su especialidad se enmarca en una excepción al 
régimen penal ordinario3, teniendo como base fundamental de su creación  
raigambre Constitucional cuando fue estatuido por el Constituyente de 1991 en el 
artículo 116 superior4
                                                          
3 Ley 906 de 2004. Diario Oficial No. 45.658 de 1 de septiembre de 2004. Artículo 28. LA JURISDICCIÓN 
PENAL ORDINARIA. La jurisdicción penal ordinaria es única y nacional, con independencia de los 
procedimientos que se establezcan en este código para la persecución penal.  Artículo 29. OBJETO DE LA 
JURISDICCIÓN PENAL ORDINARIA. Corresponde a la jurisdicción penal la persecución y el juzgamiento de 
los delitos cometidos en el territorio nacional, y los cometidos en el extranjero en los casos que determinen los 
Tratados Internacionales suscritos y ratificados por Colombia y la legislación interna.  Artículo 30. 
EXCEPCIONES A LA JURISDICCIÓN PENAL ORDINARIA. Se exceptúan los delitos cometidos por miembros 
de la Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio, y los asuntos de los cuales 
conozca la jurisdicción indígena. 
 
4 Modificado por el Acto Legislativo 3 de 2002, artículo 1º.  
 
, cuya finalidad es la protección de bienes jurídicos 
especialísimos enmarcados  en la función constitucional que desempeña las  
Fuerza Militares y la Policía Nacional. 
La especialidad de esta jurisdicción radica en la garantía  especial que cobija a  
los miembros de la Fuerza Pública –art. 216 de la Constitución Política de 
Colombia-, por la misión constitucional que desarrollan, sin que esta haga parte de 
la rama Judicial del poder público sino de la rama Ejecutiva. 5
La jurisdicción Penal Militar constituye una excepción constitucional a la regla del 
juez natural general; por ende, su ámbito debe ser interpretado de manera 
restrictiva, tal como lo precisa la Carta Política al establecer en su artículo 221 que 
la justicia Penal Militar conocerá “de los delitos cometidos por los miembros de la 
Fuerza Pública en Servicio activo, y en relación con el mismo Servicio”.
  
 
6
Históricamente estos cambios han sido tanto de índole sustantivo como  adjetivo y 
van desde la introducción de los consejos verbales de guerra en 1842, 
competencia en lo militar para investigar delitos comunes en los años de 1905, 
1928, 1944 y en 1948, hasta  la fijación de  competencia a la Justicia Penal Militar 
para investigar y juzgar particulares tal y como lo estableció la Ley 3 de 1945
 
 
El derecho penal militar Colombiano deriva de la legislación Española cuando,  
durante la época de la conquista introdujeron las leyes de las Indias,  y luego de 
ello, es decir después de la independencia  se mantuvo su vigencia a través de 
decretos y leyes que desde entonces  - igual que sucede con la justicia ordinaria – 
han tenido varias modificaciones derivadas también de los cambios legislativos 
que operan en la justicia penal preferente.   
 
7
En el año 1958 se dicta el código de Justicia Penal Militar en Colombia, conocido 
como el Decreto Legislativo 0250, que regulaba lo sustantivo y procedimental, 
codificación que estuvo vigente durante 30 años, con las tendencias de la Escuela 
.   
 
                                                          
5 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1262 del 29 de noviembre de 2001. M.P.  Alfredo Beltrán Sierra. 
6 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-358 del 5 de Agosto de 1997. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz 
7 PEÑA VÁSQUEZ Edgar. Comentarios al Nuevo Código Penal Militar. Ediciones Librería del Profesional, 
páginas5 a 8. 
Clásica y Positiva.  En esta normatividad Castrense  se pretendió abreviar los 
procedimientos como también la prohibición de que un inferior juzgara a un 
superior o más antiguo.  En 1988 nuevamente con el propósito de estar a tono con 
los delineamientos jurisprudenciales trazados por la Corte Suprema de Justicia se 
introduce un nuevo código penal militar –Decreto 2550– cuya vigencia fue de 11 
años, siendo relevante en esta modificación la abolición de los jurados de 
conciencia, los fiscales permanentes e introduciéndose muchas particularidades 
del código Penal ordinario; y luego de ello se promulgó la Ley 522 de 1999 como 
nuevo código penal militar con orientación de la escuela Clásica y Neoclásica, 
incluyendo además respecto a la teoría del error de tipo y prohibición los 
lineamientos de la Escuela finalista8
A su vez, la nueva codificación Castrense introdujo una innovación jurídica con la 
creación de la Fiscalía Penal Militar como ente acusador, quien después de cobrar 
ejecutoria la Resolución de Acusación se convierte en parte en el proceso penal 
militar, siendo esta norma legal con tendencia mixta, por cuanto la fase instructiva 
es inquisitiva, pero  el juzgamiento lo es con tendencia acusatoria, tal como existía 
en el código 2550, y además se separó el mando de la función jurisdiccional, se 
instauró la parte civil como sujeto procesal
. 
 
9
Por otra parte observamos que la Justicia Colombiana desde  el año 2000 inició un 
sistema penal mixto es decir, inquisitivo con tendencia acusatoria, para ya en el 
; los Fiscales Permanentes fueron 
reemplazados por los Procuradores Judiciales, la defensa técnica es ejercida por 
un profesional del Derecho, siendo los juicios en derecho con la supresión de los 
vocales.  Estas innovaciones en el nuevo Código Penal Militar pretendieron el 
fortalecimiento de esta jurisdicción especial y estar en consonancia con la 
jurisdicción Penal Ordinaria. 
 
                                                          
8 OSPINA CARDONA Juan Gildardo, BOLÍVAR SUÁREZ Marco Aurelio. Fundamentos de Derecho Penal 
Militar, Ediciones Doctrina y Ley Ltda. Bogotá D.C., páginas 31 a 33 
 
9 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1149 de 2001. 
año 2005 iniciar con lo que hoy se conoce como Nuevo Sistema Penal Oral 
Acusatorio, según la exposición de motivos del proyecto del proyecto de Acto 
Legislativo, fundamentado en que: “(...) mientras el centro de gravedad del sistema 
inquisitivo es la investigación, el centro de gravedad del sistema acusatorio es el 
juicio público, oral, contradictorio y concentrado. Así pues, la falta de actividad 
probatoria que hoy en día caracteriza la instrucción adelantada por la Fiscalía, 
daría un viraje radical, pues el juicio sería el escenario apropiado para desarrollar 
el debate probatorio entre la fiscalía y la acusación (sic).  Esto permitirá que el 
proceso penal se conciba como la contienda entre dos sujetos procesales              
–defensa y acusador- ubicadas en un mismo plano de igualdad, al final del cual, 
como resultado del debate oral y dinámico, el tercero imparcial que es el juez, 
tomará una decisión.// Mediante el fortalecimiento del juicio público, eje central en 
todo sistema acusatorio, se podrían subsanar varias de las deficiencias que 
presenta el sistema actual…” 10
 
  
 
Al respecto la Sentencia de raigambre constitucional C-591 de 2005 explica las 
finalidades perseguidas con la reforma constitucional conocida como Ley 906 de 
2004, siendo entre ellas las de: “(i) fortalecer la función investigativa de la Fiscalía 
General de la Nación, en el sentido de concentrar los esfuerzos de ésta en el 
recaudo de la prueba; (ii) la configuración de un juicio público, oral, contradictorio y 
concentrado; (iii) instituir una clara distinción entre los funcionarios encargados de 
investigar, acusar y juzgar; (iv) descongestionar los despachos judiciales mediante 
la supresión de un sistema procesal basado en la escritura para pasar a la 
oralidad, y de esta forma, garantizar el derecho a ser juzgado sin dilaciones 
injustificadas; (v) modificar el principio de permanencia de la prueba por aquel de 
la producción de la misma durante el juicio oral; (vi) introducir el principio de 
oportunidad; (vii) crear la figura del juez de control de garantías; e (viii) 
implementar gradualmente el nuevo sistema acusatorio”.  
                                                          
10 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-592 de 2005 
Es este el marco histórico que delinea la pauta para que dentro del sistema penal 
militar colombiano se considerara necesario modificar lo vertebral del sistema 
existente para estar a tono con un sistema penal acusatorio, introduciéndose así la 
Ley 1407 de 201011
Encontramos entonces que el legislador atribuyó como fundamento para el cambio 
de la codificación castrense la falta de coherencia con el derecho penal que 
plasmó el Constituyente de 1991, resaltando los artículos 7 y 23 de la Ley 522 de 
1999, subrayando que estos conceptos son propios del positivismo y de la escuela 
clásica.  Así mismo argumentó que “Lo que se pretende es armonizar las normas 
penales militare con el derecho penal contemporáneo, contar con un esquema de 
delito coherente con la norma superior, una codificación sólida y eficaz para 
resolver los asuntos puestos en conocimiento de la jurisdicción penal militar de 
forma pronta y efectiva.  Se busca además con el proyecto, superar esquemas 
dogmáticos, para dar paso a modernas tendencias del pensamiento penal, 
armónicas con las decisiones de nuestra Corte Constitucional y Corte Suprema de 
 la cual  se encuentra vigente desde el 17 de agosto de 2010 
en su parte sustantiva, y aunque mediante el Decreto No. 2960 del 17 de Agosto 
de 2011 se adoptó el plan de implementación del sistema penal acusatorio en 
forma gradual a partir del 1º de enero de 2012, teniendo como fase inicial  la 
ciudad de Bogotá D.C., sin que ello fuere posible, por cuanto a esa fecha no se 
pudo organizar la estructura administrativa de la Justicia Penal Militar, la Fiscalía 
General Penal Militar y reglamentar el funcionamiento de esta jurisdicción 
especializada, para ajustarla al sistema oral, habiéndose expedido el Decreto     
No. 4977 del 30 de diciembre de 2011, a través del cual se modifica el  artículo 
segundo del Decreto 2960 del 17 de agosto de 2011, determinando que las cuatro 
(4) fases territoriales de desarrollo anual cada una para implementar la 
operatividad y aplicación del sistema penal acusatorio en la Justicia Penal Militar 
comenzará el 1 de enero de 2013.  
 
                                                          
11 Diario Oficial No. 47.804 del 17 de Agosto de 2010. 
Justicia, en donde se han dejado sentadas las nuevas tendencias del derecho 
penal; de las cuales no puede estar ajeno el derecho penal militar. 
 
El código penal militar que se propone, en su parte sustantiva, no busca 
matricularlo en una corriente dogmática específica, vale decir, finalista o neo 
finalista. Lo que se presenta es un esquema dogmático abierto, facilitando la 
actividad del operador jurídico en lo penal militar y el enriquecimiento por parte de 
la jurisprudencia y la doctrina, llamados a interpretarlo y desarrollarlo. (…)”12
“3.2.1.2. En primer lugar, la cuestión de la “existencia” de las normas dentro de un 
determinado sistema jurídico a menudo es equiparada por los juristas a la noción 
de “validez” o a la de “eficacia social”, dependiendo de la corriente teórica a la 
 
 
Es decir abordando el tema planteado en el presente artículo, tenemos que en la 
actualidad en la Justicia Penal Militar se encuentran vigentes, la Ley 522 de 1999 
y la Ley 1407 de 2010, presentándose el interrogante si la existencia de la Ley 522 
de 1999 y la vigencia de la Ley 1407 de 2010 en el momento de la realización de 
una conducta punible, es un problema de transición o concurrencia legislativa.  
Adentrándonos en el análisis de las codificaciones penal militares existentes en 
este momento crucial de instrucción, acusación y juzgamiento de las conductas 
delictivas cometidas antes y después del 17 de Agosto de 2010, es que 
pretendemos dilucidar tal cuestionamiento.  
  
Para abordar el interrogante planteado, imperioso es referirnos a los conceptos de 
existencia, validez, eficacia, fuerza vinculante y eficacia social, aplicación e 
implementación, tal como lo pregona la Corte Constitucional en la Sentencia       
C-873 de 2003, de conformidad al pensamiento de los doctrinantes de las 
diferentes corrientes del derecho penal: 
 
                                                          
12 Exposición de Motivos proyecto de ley No. 144 de 2005 Cámara, por medio del cual se expide el Código 
Penal Militar. 
 
cual se adscriban. Mientras que los representantes de la tradición positivista, 
entre ellos Hans Kelsen, sostienen que la existencia de las normas se asimila a su 
validez, esto es, a su expedición por la autoridad competente a través de los 
procedimientos indicados por el ordenamiento13, los pensadores de la tradición 
realista consideran que la existencia de las normas depende de su eficacia social, 
es decir, de su efectiva aplicación por parte de los funcionarios competentes –en 
especial los jueces- y por los miembros de la comunidad14. Hay quienes asumen 
una posición intermedia, tales como G. H. von Wright, quien señala que la 
existencia de una norma requiere dos condiciones básicas: (1) haber sido dictada 
por una autoridad normativa con competencia para ello, - es decir, ser válida15-, y 
(2) haber sido recibida cognoscitivamente por su destinatario, quien debe estar en 
condiciones de cumplir con lo que allí se le ordena - es decir, la norma debe tener 
la potencialidad de ser socialmente eficaz -. Otros teóricos16
                                                          
13  “Decir que una norma es válida es decir que presuponemos su existencia o-lo que significa la misma cosa- 
presuponemos que tiene fuerza vinculante para aquellos cuyas conductas regula… Por validez entendemos la 
existencia específica de las normas”. KELSEN, Hans: “Teoría General del Derecho y del Estado”, p. 30. 
Comentado por NINO, Carlos Santiago: “La validez del derecho”. Editorial Astrea, Buenos Aires, 1985, p. 9. 
14  Véase a este respecto la apreciación de ALCHOURRON, Carlos y BULYGIN, Eugenio: “Sobre la existencia 
de las normas jurídicas”. Biblioteca de Etica, Filosofía del Derecho y Política. Distribuciones Fontamara, 
México, 1997. No obstante, la distinción no es tajante, puesto que autores claramente positivistas, tales como 
Kelsen o Hart, también hacen uso de una noción fáctica de “existencia” que se asimila a la de “eficacia social” 
- Kelsen habla de la eficacia normativa, en tanto obediencia de la norma por los sujetos jurídicos o aplicación 
de la misma por las autoridades, como característica general del sistema jurídico dentro del cual la norma es 
válida y, por lo tanto, existe; y Hart (“El Concepto de Derecho”) habla de existencia en términos de aceptación 
de las normas por parte del grupo social en tanto pautas de comportamiento. Ver en este sentido 
MENDONÇA, Daniel: “Exploraciones normativas”. Biblioteca de Etica, Filosofía de Derecho y Política, 
Distribuciones Fontamara, México, 1995. 
 
15   “Se puede decir que la validez es un requisito lógico para el éxito de un acto normativo, que una norma no 
puede cobrar existencia como resultado de una acción normativa, a menos que haya sido dictada por una 
autoridad adecuada, es decir, normativamente competente” (von Wright, An Essay in Deontic Logic and the 
General Theory of Action, Amsterdam 1968, p. 94) 
 
16  ALCHOURRON y BULYGIN, Op. Cit. En el mismo sentido, MENDONÇA, Daniel, Op. Cit. 
 consideran que la 
noción de “existencia” debe ser separada conceptualmente tanto de la idea de 
“validez” como de la noción de “eficacia”, puesto que (a) la asimilación de 
existencia y validez conduce a un regreso al infinito, ya que para ser 
válida/existente, cada norma dependería de la preexistencia de otra norma válida 
con cuyos requisitos habría de cumplir17
(a) En primer lugar, Hans Kelsen, representante visible de la escuela positivista, 
asimila el concepto de “validez” a los de “existencia” y “fuerza vinculante”
, y (b) la asimilación de existencia y 
eficacia conduce al absurdo de que para quienes conocen y cumplen la norma 
ésta existe, mientras que para quienes no la conocen o no la cumplen, resulta 
inexistente.” 
 
3.2.1.3. En segundo lugar, el desarrollo teórico que se ha dado a la noción de 
“validez” tampoco es en absoluto claro ni homogéneo. Para efectuar una 
comparación diciente, es relevante citar a cuatro autores que exponen, cada uno 
desde su perspectiva, el sentido del término “validez”: 
 
18, lo 
cual ha sido caracterizado por algunos comentaristas como un “concepto 
normativo” de validez: “…cuando Kelsen equipara validez con fuerza vinculante 
está usando ‘fuerza vinculante’ en un sentido especial (para referirse, por ejemplo, 
a la circunstancia de que otra norma del sistema prescribe obedecer la norma en 
cuestión), y …cuando equipara validez con existencia, ‘existencia’ significa aquí 
pertenencia de una norma a un sistema jurídico” 19
(b) En segundo lugar, Alf Ross
. 
 
20, quien representa la escuela realista 
escandinava, expone los distintos sentidos que se han dado al término 
distinguiendo entre (i) la noción de “validez” en tanto “eficacia jurídica”21
                                                          
17  Este problema lógico ha sido abordado por algunos teóricos con figuras tales como la de la norma 
fundamental -Hans Kelsen- o la de la regla de reconocimiento –H.L.A. Hart-. 
 
18  “Decir que una norma es válida es decir que presuponemos su existencia o-lo que significa la misma cosa- 
presuponemos que tiene fuerza vinculante para aquellos cuyas conductas regula… Por validez entendemos la 
existencia específica de las normas”. KELSEN, Hans: “Teoría General del Derecho y del Estado”, p. 30. 
Citado por NINO, Carlos Santiago: “La validez del derecho”. Editorial Astrea, Buenos Aires, 1985, p. 9. 
 
19  NINO, Carlos Santiago: Op. Cit., p. 10. 
 
20  ROSS, Alf: “El concepto de validez y el conflicto entre el positivismo jurídico y el derecho natural”. En: “El 
concepto de validez y otros ensayos”. Centro Editor de América Latina, Buenos Aires, 1969. 
, (ii) la 
21 “…el término es usado en las corrientes exposiciones doctrinarias del derecho vigente para indicar si un 
acto jurídico, por ejemplo, un contrato, un testamento, o una orden administrativa, tienen o no los efectos 
noción de “validez” en tanto “eficacia sociológica”22, y (iii) la noción de “validez” en 
tanto “fuerza obligatoria moral”23, abogando por el reconocimiento del segundo 
como el verdadero sentido de “validez”24
(c) Por su parte, Robert Alexy
, el cual se refiere en términos generales 
a la probabilidad de que las normas sean aplicada por los jueces y demás 
funcionarios encargados de decidir en casos concretos. 
 
25, representante de una importante corriente del 
pensamiento jurídico contemporáneo, explica que a los tres elementos 
constitutivos del concepto de “Derecho” –esto es, la eficacia social, la corrección 
material y la legalidad acorde con el ordenamiento- corresponden tres nociones 
concurrentes de validez: una noción sociológica, una ética y una jurídica. El 
concepto sociológico de validez, en primer lugar, consiste en que “una norma vale 
socialmente si es obedecida o en caso de desobediencia se aplica una sanción”26; 
el concepto ético de validez hace referencia a la justificación moral de la norma -
“una norma vale moralmente cuando está moralmente justificada”27
                                                                                                                                                                                 
jurídicos deseados. Se dice que el acto es inválido, o nulo, si no los tiene. Esta función es interna, en el 
sentido de que afirmar que un acto es válido es afirmar algo según un sistema de normas dado. El enunciado 
es un juicio jurídico que aplica reglas jurídicas a determinados hechos.” ROSS, Alf, Op. Cit., p. 26. 
 
22 “…el término es usado en la teoría general del derecho para indicar la existencia de una norma o de un 
sistema de normas. La validez de una norma en este sentido significa su existencia efectiva o realidad, por 
oposición a una regla meramente imaginada o a un mero proyecto. Esta función es externa en el sentido de 
que afirmar que una regla, o un sistema de reglas, existe, es afirmar algo acerca de la regla o del sistema. El 
enunciado no es un juicio jurídico sino una aserción fáctica que se refiere a un conjunto de hechos sociales…” 
ROSS, Alf, Loc. Cit. 
 
23  “…‘validez’ en ética y en derecho natural, como hemos visto, se usa para significar una cualidad 
apriorística, específicamente moral, llamada también la ‘fuerza obligatoria’ del derecho, que da lugar a una 
obligación moral correspondiente.” ROSS, Alf, Loc. Cit. 
 
24  “…Puede ser difícil definir exactamente qué hechos y qué observaciones son adecuados para verificar la 
aserción de que una regla existe, pero en términos generales la existencia (validez) de una norma es lo mismo 
que su eficacia…” ROSS, Alf, Op. Cit., p. 27. 
 
25  ALEXY, Robert: “El concepto y la validez del derecho”. Gedisa, Barcelona, 1997. 
26  ALEXY, Robert, Op. Cit., p. 87. 
 
27  ALEXY, Robert, Op. Cit., p. 88 
 
-; y el 
concepto jurídico de validez significa, en estricto sentido, que “una norma vale 
jurídicamente cuando es dictada por el órgano competente, de acuerdo con el 
procedimiento previsto y no lesiona un derecho de rango superior; dicho 
brevemente: cuando es dictada conforme al ordenamiento”28. A pesar de esta 
nítida distinción, para Alexy la validez jurídica, sea de una norma aislada o del 
sistema jurídico como un todo, presupone necesariamente la validez en sentido 
sociológico de la norma o del sistema: (i) en cuanto al sistema jurídico, afirma que 
“la condición de la validez jurídica de un sistema de normas es que las normas 
que a él pertenecen sean eficaces en general, es decir, que valgan 
socialmente…”29;  y (ii) en cuanto a las normas aisladamente consideradas, 
considera que de éstas puede predicarse validez por su pertenencia a un sistema 
jurídico “socialmente válido en general”30, pero al mismo tiempo deben contar, 
ellas mismas, con “un mínimo de eficacia social o de probabilidad de eficacia”31
(d) Norberto Bobbio
. 
 
32 caracteriza la “validez” como la existencia específica de las 
normas dentro de un sistema jurídico, es decir, como la existencia de las normas 
jurídicas en tanto tales33
                                                          
28  ALEXY, Robert, Op. Cit., p. 89 
 
29  ALEXY, Robert, Op. Cit., p. 90. 
 
30  ALEXY, Robert, Op. Cit., p. 92 
 
31  Ibíd. 
 
32  BOBBIO, Norberto: “Teoría General del Derecho”. Temis, Bogotá, 1997. 
 
33  “El problema de la validez es el problema de la existencia de la regla en cuanto tal, independientemente del 
juicio de valor sobre si ella es justa o no… el problema de la validez se resuelve con un juicio de existencia o 
de hecho; esto es, se trata de comprobar si una regla jurídica existe o no, o mejor si aquella determinada 
regla, así como es, es una regla jurídica.” BOBBIO, Norberto, Op. Cit., p. 21 
 
, y explica que para determinar si una norma en particular 
es válida, se deben desarrollar tres operaciones: (i) determinar si la autoridad que 
la adoptó tenía el poder legítimo de expedir normas jurídicas vinculantes dentro 
de dicho sistema –operación que lleva necesariamente a la pregunta por la norma 
fundamental-, (ii) comprobar si no ha sido derogada, y (iii) comprobar que sea 
compatible con otras normas del sistema, en especial con las que son 
jerárquicamente superiores y las normas posteriores. Con ello, Bobbio diferencia 
la pregunta sobre la validez de las normas de los interrogantes conexos sobre la 
eficacia social34
En la anterior sentencia, la corte aclara que estos conceptos jurídicos no pueden 
ser tenidos en cuenta como base de nuestro ordenamiento penal, por cuanto es 
variable la posición de los referidos doctrinantes y que estas deber se estudiadas 
concatenadamente con las demás normas de nuestra legislación penal, 
planteando como solución luego de discernir sobre el contenido conceptual en las 
leyes internas de Colombia,  que  “(a) La “existencia” de una norma hace relación 
a su introducción al ordenamiento jurídico, (…) (b) La “validez” de una norma se 
refiere a su conformidad, tanto en los aspectos formales como en los 
sustanciales, con las normas superiores que rigen dentro del ordenamiento, sean 
éstas anteriores o posteriores a la norma en cuestión.  (…)  (c) La “eficacia” de las 
normas puede ser entendida tanto en un sentido jurídico como en un sentido 
sociológico; es el primero el que resulta relevante para efectos del asunto bajo 
revisión. El sentido jurídico de “eficacia” hace relación a la producción de efectos 
en el ordenamiento jurídico por la norma en cuestión; es decir, a la aptitud que 
tiene dicha norma de generar consecuencias en derecho en tanto ordena, permite 
o prohíbe algo.(…) (d) La “vigencia” se halla íntimamente ligada a la noción de 
“eficacia jurídica”, en tanto se refiere, desde una perspectiva temporal o 
cronológica, a la generación de efectos jurídicos obligatorios por parte de la 
norma de la cual se predica; es decir, a su entrada en vigor. Así, se hace 
referencia al período de vigencia de una norma determinada para referirse al 
lapso de tiempo durante el cual ésta habrá de surtir efectos jurídicos. (…) (e) La 
“aplicación” de las normas es el proceso a través del cual sus disposiciones son 
interpretadas y particularizadas frente a situaciones fácticas concretas por parte 
de los funcionarios competentes para ello, sean administrativos o judiciales. (…)  
 y la justicia de las mismas, pero la asimila parcialmente a la 
cuestión de su existencia”. 
 
                                                          
34  “El problema de la eficacia de una norma es el problema de si la norma es o no cumplida por las personas 
a quienes se dirige…La investigación para determinar la eficacia o ineficacia de una norma es de carácter 
histórico-social, y mientras se orienta al estudio del comportamiento de los miembros de un determinado 
grupo social, diferenciándose tanto de la investigación de carácter filosófico sobre la justicia de la norma, 
como de las más típicamente jurídica acerca de su validez”. BOBBIO, Norberto, Op. Cit., p. 22. 
(f) Finalmente, la “implementación” de una norma hace referencia al proceso por 
medio del cual la política que dicha norma articula jurídicamente es puesta en 
ejecución; se trata de una serie ordenada de pasos, tanto jurídicos como fácticos, 
predeterminados por la misma norma –o por aquellas que la desarrollen -, 
encaminados a lograr la materialización, en un determinado período de tiempo, de 
una política pública que la norma refleja.” 
 
El punto álgido de este artículo se centra en el condicionamiento  de la puesta en 
marcha del procedimiento estatuido en la Ley 1407 de 2010 –sistema oral con 
tendencia acusatoria-, conforme a lo estipulado en los artículos 623, 627 y 62835
                                                          
35 Ley 1407 de 2010. Proceso de Implementación. Art. 623. El Gobierno Nacional previo estudios respectivos, 
tomará las decisiones correspondientes para la implantación sucesiva del sistema contemplado en este 
Código.  Norma Transitoria. Art. 627. El Ministerio de Defensa Nacional   en coordinación con el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, a más tardar dentro del año siguiente de la promulgación de la presente ley 
establecerá un plan de implementación del Sistema Acusatorio en la Justicia Penal Militar acorde con el marco 
fiscal de mediano plazo del Sector Defensa y el marco de gasto de mediano plazo del mismo sector. 
Derogatoria y Vigencia. Art. 628. La presente ley regirá para los delitos cometidos con posterioridad al 1º de 
enero de 2010 (expresión declarada inexequible Sentencia C-444/01. En el entendido que la ley regirá a partir 
del 17 de agosto de 2010), conforme al régimen de implementación.  Los procesos en curso continuarán su 
trámite por la Ley 522 de 1999 y las normas que lo modifiquen. 
 ; 
por cuanto la parte general, especial y procesal de contenido sustancial se 
encuentra vigente, siendo aplicable por el operador Judicial Castrense desde el 17 
de agosto de 2010. 
  
Ante el condicionamiento de la implementación gradual de la Ley 1407 de 2010        
-Sistema Acusatorio-, y la existencia de la Ley 522 de 1999, como también la 
vigencia de la Ley 1407 en su parte general, especial y procesal de contenido 
sustancial, los funcionarios judiciales de la Justicia Penal Militar, se ven 
enfrentados a una concurrencia legislativa, por cuanto existen dos codificaciones 
en dicha jurisdicción especial, por lo que se hace necesario evaluar la aplicación 
del principio de favorabilidad en materia penal, respecto de las conductas punibles 
realizadas a partir del 17 de agosto de 2010.  
 
Para hallar una respuesta aproximada al problema es importante esclarecer los 
dos momentos cruciales que existen en la expedición de una Ley o un Decreto, 
esto es en primer lugar, la sanción y  promulgación de la Ley, y otro el momento 
de vigencia de la misma.  
 
La expedición de una Ley o su sanción corresponde al Legislador dentro de las 
funciones descritas en el artículo 150 de la Constitución Política y el procedimiento 
para expedirlas se encuentra regulado en la misma norma superior en el artículo 
166 que dice: “El Gobierno dispone del término de seis días para devolver con 
objeciones cualquier proyecto cuando no conste de más de veinte artículos; de 
diez días, cuando el proyecto contenga de veintiuno a cincuenta artículos; y hasta 
de veinte días cuando los artículos sean más de cincuenta. Si transcurridos los 
indicados términos, el Gobierno no hubiere devuelto el proyecto con objeciones, el 
Presidente deberá sancionarlo y promulgarlo. Si las cámaras entran en receso 
dentro de dichos términos, el Presidente tendrá el deber de publicar el proyecto 
sancionado u objetado dentro de aquellos plazos”.   Es decir que  expedir leyes es 
la materialización de una función descrita en la Constitución y culmina con la 
publicación en la Gaceta Judicial.  En el caso de la Ley 1407 de 2010 esta fue 
publicada en el diario oficial Nº 47804 del día 17 de Agosto de 2010.  
 
En cambio la vigencia de la Ley “conlleva su “eficacia jurídica”, entendida como 
obligatoriedad y oponibilidad, en tanto hace referencia “desde una perspectiva 
temporal o cronológica, a la generación de efectos jurídicos obligatorios por parte 
de la norma de la cual se predica; es decir, a su entrada en vigor.  Entonces, 
cuando se fija la fecha de inicio de la vigencia de una ley se señala el momento a 
partir del cual dicha normatividad empieza a surtir efecto, de la misma manera se 
alude al período de vigencia de una norma determinada para referirse al lapso de 
tiempo durante el cual ésta habrá de surtir efectos jurídicos36
                                                          
36 CORTE CONSTITUCIONAL,  Sentencia C-444  de 2011.  
 
Explica igualmente la Corte Constitucional en la Sentencia C-597 de 1999 que la 
norma, “por regla general comienza a regir a partir de su promulgación, salvo que 
el legislador, en ejercicio de su competencia constitucional, mediante precepto 
expreso determine una fecha diversa a aquella, facultad igualmente predicable del 
legislador extraordinario. Los efectos jurídicos de los actos legislativos y de las 
leyes que se producen a partir de la promulgación en el Diario Oficial, dan lugar a 
su oponibilidad y obligatoriedad sin que por ello se afecte la validez ni la existencia 
de las mismas” 
 
Sin embargo si en el texto  legal no se establece puntualmente tal nota de 
vigencia, debe acudirse a la regla general que prevé el Código de Régimen 
Municipal, que la entrada en vigor de la Ley es dos meses después de haber sido 
promulgada37 “38
Para el caso de la Ley 1407 de 2010, explica el Honorable Tribunal Superior 
Militar, que “el legislador estableció tres excepciones a la regla general de los dos 
meses: 1) A los ajustes en la planta de personal para lo cual indicó que ello 
entraría en vigencia a partir de la publicación de la ley
 
 
39
                                                          
37 Código de Régimen Municipal -Ley 4ª de 1913- .Artículo 53. “Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo 
anterior los casos siguientes: 1. Cuando la ley fije el día en que deba principiar a regir, o autorice al Gobierno 
para fijarlo, en cuyo caso principiará a regir la ley el día señalado.2. Cuando por causa de guerra de guerra u 
otra inevitable estén interrumpidas las comunicaciones de algunos o algunos Municipios con la capital, y 
suspendido el curso ordinario de los correos, en cuyo caso los dos meses se contarán desde que cese la 
incomunicación y se restablezcan los comunicaciones”.   
 
38  TRIBUNAL SUPERIOR MILITAR, radicado No. 156881-4535–XIV–428-EJC, 18 de febrero de 2011, M.P. 
María Paulina Leguizamón Zarate.  
 
, 2) Modula la entrada en 
39 Nuevo Código Penal Militar -Ley 1407 de 2010-. Régimen de Transición.  Artículo 625. “Ajustes en la Planta 
de Personal. El Gobierno Nacional para garantizar el funcionamiento del nuevo sistema ajustará la planta de 
personal con los funcionarios y empleados que actualmente se encuentran vinculados a la Justicia Penal 
Militar y los que se requieran para su implementación” Artículo 628. “Derogatoria y Vigencia. Parágrafo. El 
artículo 625 de la presente Ley entrará en vigencia a partir de su publicación” 
vigencia en lo que tiene que ver con el Procedimiento Penal Oral Acusatorio y 
para ello, supeditó los efectos jurídicos a un plan de implementación dentro del 
año siguiente a la fecha de la publicación de la ley40, y 3) Condicionaba la 
aplicación del contenido de la ley 1407 a todos aquellos delitos que se cometieran 
con posterioridad al 1º de Enero de 201041
                                                          
40 Nuevo Código Penal Militar -Ley 1407 de 2010-. Artículo 627. “El Ministerio de Defensa Nacional en 
coordinación con el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, a más tardar dentro del año siguiente de la 
promulgación de la presente ley establecerá un plan de implementación del Sistema Acusatorio en la justicia 
penal militar acorde con el Marco Fiscal de   mediano plazo del Sector Defensa y el Marco de Gasto de 
mediano plazo del mismo sector” 
”.    
 
Entonces la vigencia de la Ley 1407 de 2010 se encuentra contenida en el artículo 
628 que prevé que esta “regirá para los delitos cometidos con posterioridad al 1º 
de Enero de 2010” siendo esta expresión declarada inexequible por la Corte 
Constitucional en sentencia C-444 de 2011, en la que determina que la Ley 1407 
de 2010 regirá para los delitos cometidos a partir del 17 de agosto de 2010.    
 
Lo anterior indica que actualmente en la Jurisdicción Penal Militar están vigentes 
en su aplicación la Ley 522 de 1999 y la Ley 1407 de 2010, pues como hemos 
explicado en precedencia la entrada en vigencia de la parte procesal del nuevo 
código penal militar se encuentra supeditado a la entrada en vigencia en forma 
gradual de la misma por lo cual se expidió el Decreto 2960 del 17 de agosto de 
2011, donde se indica que el nuevo sistema procesal se implementará de forma 
gradual iniciando el 1º de enero de 2012 en la ciudad de Bogotá, pero esta 
implantación no fue posible por lo cual se encuentra en trámite la expedición del 
Decreto que posterga su entrada en vigencia.   
 
41 Nuevo Código Penal Militar -Ley 1407 de 2010-. Artículo 628. “Derogatoria y vigencia. La presente ley regirá 
para los delitos cometidos con posterioridad al 1° de Enero de 2010, conforme al régimen de implementación. 
Los procesos en curso continuarán su trámite por la Ley 522 de 1999 y las normas que lo modifiquen”  
Consecuentemente con lo anterior, tal como lo aquilató el Tribunal Superior Militar 
“La existencia de una norma hace relación a una introducción al ordenamiento 
jurídico, es decir, a su ingreso normativo al sistema, una vez se han cumplido las 
condiciones y requisitos establecidos por el mismo ordenamiento para ello.  Así, 
se predica la existencia de una Ley ordinaria cuando el proyecto correspondiente, 
después de haber sido publicado oficialmente en tanto tal, ha sido aprobado en 
cuatro debates por el Congreso y ha recibido la sanción presidencial (art.  157, 
C.P.);  a su vez se afirma que un acto legislativo existe cuando ha surtido los ocho 
debates de rigor en las dos cámaras legislativas (art. 375, C.P.)”42
“Con fundamento en las disposiciones superiores anteriormente comentadas 
(artículos 58 y 29 C.P.), las cuales también estaban consignadas en la 
Constitución Nacional de 1886 y que delimitan la órbita de libertad de 
configuración legislativa en la materia, se desarrolló un régimen legal que señaló 
los principios generales relativos a los efectos del tránsito de legislación, 
 
 
Teleológicamente hemos definido el tránsito de leyes, pero nos ocupa ahora 
concatenarlo al tenor de aplicabilidad de existencia y vigencia de  las leyes 1407 
de 2010 y 522 de 1999 con el fin de llegar al punto que hemos pretendido 
esclarecer.   En Sentencia C-200 de 2001 de la Corte Constitucional se explica 
que “Las normas superiores que se refieren explícitamente a los efectos del 
tránsito de legislación, son los artículos 58 y 29 de la Constitución Política. 
Conforme al primero, “se garantizan la propiedad privada y los demás derechos 
adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos 
ni vulnerados por leyes posteriores.  Cuando de la aplicación de una ley expedida 
por motivos de utilidad pública o interés social, resultare en conflicto los derechos 
de los particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá 
ceder al interés público o social.”   
 
                                                          
42TRIBUNAL SUPERIOR MILITAR, Radicado 045-157149-7094 XIV -456-EJC del 26 de octubre de 2011, 
M.P. Camilo Andrés Suárez Aldana.   
respetando el límite señalado por la garantía de los derechos adquiridos y los 
principios de legalidad y favorabilidad penal. Dicho régimen legal está contenido 
en los artículos 17 a 49 de la Ley 153 de 1887 que de manera general, en relación 
con diversos tipos de leyes, prescriben que ellas rigen hacia el futuro y regulan 
todas las situaciones jurídicas que ocurran con posterioridad a su vigencia. A 
contrario sensu, las situaciones jurídicas extinguidas al entrar en vigencia una 
nueva ley, se rigen por la ley antigua”43
Diferente situación se observa en la implementación del nuevo sistema penal 
militar acusatorio en atención al mecanismo establecido por el Decreto 2960 del 
17 de agosto de 2011 para la puesta en marcha del nuevo sistema acusatorio que 
comporta como ya se señaló tres etapas diferentes,  durante una de las cuales  se 
presenta la coexistencia de  dos sistemas  penales vigentes en varias regiones del 
territorio nacional.   Sin embargo, tampoco podemos perder de vista tal como lo 
mencionamos en apartes precedentes, que fue necesario expedir el Decreto              
No. 4977 del 30 de diciembre de 2011 a través del cual se modifica el  artículo 
segundo del Decreto 2960 del 17 de agosto de 2011 determinando que las cuatro 
(4) fases territoriales de desarrollo anual cada una, para implementar la 
operatividad y aplicación del sistema Acusatorio en la Jurisdicción Castrense 
comenzará el 1º de enero de 2013 y que además, el artículo 628 de la Ley 1407 
 
 
Lo anterior conlleva a concretar que el tránsito de leyes es en  si mismo la vigencia 
de una Ley existente que respeta los derechos adquiridos, sin tener en cuenta las 
meras expectativas.  Ha dicho la Honorable Corte Constitucional  que “en materia 
de regulación de los efectos del tránsito de legislación, la Constitución sólo impone 
como límite el respeto de los derechos adquiridos y la aplicación de los principios 
de legalidad y de favorabilidad penal. Por fuera de ellos, opera una amplia 
potestad de configuración legislativa”.  
 
                                                          
43 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-200 de 2001.  
no derogó la Ley 522 de 1999, por consiguiente se genera el fenómeno jurídico de 
coexistencia legislativa que permite dar aplicación al principio de favorabilidad 
para afrontar los problemas jurídicos que se presentan con esta circunstancia 
coyuntural.   
 
Conviene entonces brindar herramientas para afrontar las situaciones en las que 
se verán abocados los operadores judiciales de la jurisdicción castrense y los 
profesionales del derecho involucrados en la materia, sin desconocer el principio 
superior del Debido Proceso, donde taxativa e implícitamente se contempla el 
principio de favorabilidad.   
 
La Constitución consagra este principio en el artículo 29 del de la siguiente 
manera: "En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, 
se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable."  Ha dicho la Alta 
Corporación Constitucional en la tantas veces referida sentencia C-200: “La 
necesidad de establecer cuál es la ley que debe regir un determinado asunto, se 
presenta cuando un hecho tiene nacimiento bajo la ley antigua pero sus efectos o 
consecuencias se producen bajo la nueva, o cuando se realiza un hecho jurídico 
bajo la ley antigua, pero la ley nueva señala nuevas condiciones para el 
reconocimiento de sus efectos”44
                                                          
44 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-200 de 2001.  
 
 
Frente al tema la Corte Constitucional ha sido prolífica al abordarlo,  siendo 
especialmente tratado en la sentencia hito C-200 de 2001.   En esta sentencia la 
Corte  enfrenta el tema del principio de favorabilidad penal ante la presencia de 
concurrencia legislativa,  estructurando el estudio en cuatro aspectos sustanciales: 
El no desconocimiento del principio de favorabilidad en ninguna circunstancia, la 
Ultractividad y retroactividad de la ley,  la no distinción de esta garantía entre 
normas sustantivas y procesales y su operancia frente a la coexistencia de leyes”.  
Por su parte, la Corte Suprema de Justicia en sentencia emitida en el radicado 
23700 del 09 de febrero de 2006, determinó las condiciones básicas que se deben 
presentar para la aplicación del principio de favorabilidad ante la coexistencia 
legislativa, las cuales se identifican así: “(i) que las figuras jurídicas enfrentadas 
tengan regulación en las dos legislaciones, (ii) que respecto de aquellas se 
prediquen similares presupuestos fácticos-procesales y (iii) que con la aplicación 
favorable de alguna de ellas no se resquebraje el sistema procesal dentro del cual 
se le da cabida al instituto favorable”.  
 
Ante la coexistencia de leyes existe una formula general  y una excepcional. 
Veamos: La formula general se denomina principio de legalidad o irretroactividad 
de la Ley, es decir que ley rige para las conductas cometidas durante su 
vigencia y hacia el futuro.  
 
El principio de legalidad está contenido en el artículo 27 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos como uno de los derechos intangibles cuya 
garantía no puede ser suspendida en el Estado, cualquiera sea su condición, esto 
con el fin de preservar el debido proceso.  
 
La Ley 1407 de 2010 en su artículo 7º contempla dicho principio de la siguiente 
manera: “Legalidad. Ningún miembro de la Fuerza Pública podrá ser 
procesado, juzgado o condenado sino conforme a las leyes preexistentes al 
acto que se le atribuye, ante el juez o tribunal competente y con la 
observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio.”  “En materia 
penal dicho principio comporta varios elementos45
                                                          
45 Según la reiterada jurisprudencia de esta Corporación el principio de legalidad en materia penal se ha 
entendido en sentido lato, y comprende dos aspectos: en primer término, la estricta reserva legal en la creación 
de los delitos y las penas, y en segundo lugar, la prohibición de la aplicación retroactiva de las leyes, y en sentido 
 que la doctrina especializada 
reconoce como “los principios legalistas que rigen el derecho penal”46
“(...) nullum crimen sine praevia lege: no puede considerarse delito el hecho que no 
ha sido expresa y previamente declarado como tal por la ley; nulla poena sine 
praevia lege: esto es, no puede aplicarse pena alguna que no esté conminada por 
la ley anterior e indicada en ella; nemo iudex sine lege: o sea que la ley penal sólo 
puede aplicarse  por los órganos y jueces instituidos por la ley para esa función; 
nemo damnetur nisi per legale indicum, es decir que nadie puede ser castigado 
sino en virtud de juicio legal.”
, los cuales 
define de la siguiente manera: 
 
47 “48
La irretroactividad de la Ley, se presenta cuando al expedirse una nueva ley, ésta 
“no puede regular las situaciones jurídicas del pasado que ya se han definido o 
 
(…) 
 
“La Constitución colombiana, por su parte, en el artículo 29 establece que “Nadie 
podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, 
ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas 
propias de cada juicio”, exigiendo al legislador (i) definir de manera clara, concreta 
e inequívoca las conductas reprobadas, (ii) el señalar anticipadamente las 
respectivas sanciones, así como (iii) la definición de las autoridades competentes y 
(iv) el establecimiento de las reglas sustantivas y procesales aplicables, todo ello 
en aras de garantizar un debido proceso” 
  
                                                                                                                                                                                 
estricto, referido a la necesidad de la descripción taxativa de los elementos que estructuran el hecho punible y a 
la inequivocidad en su descripción. Ver, entre otras, la Sentencia C-996/00 M.P. Antonio Barrera Carbonell. 
46  Ver Sentencia C-739/00 M.P. Fabio Morón Díaz.  
47 JIMENEZ DE ASUA, Luis, “Tratado de Derecho Penal. Tomo II Filosofía y Ley Penal”, Edit. Losada, Buenos 
Aires Argentina, 1950. 
 
48 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-592 de 2005 
consolidado, y que por tanto  resultan incólumes en sus efectos jurídicos, con la 
fuerza que les presta la ley bajo la cual se constituyeron”.   
 
 Así lo explica detalladamente la Alta Corporación: “La fórmula general que emana 
del artículo 58 de la Constitución para solucionar los anteriores conflictos, como se 
dijo, es la irretroactividad de la ley, pues ella garantiza que se respeten los 
derechos legítimamente adquiridos bajo la ley anterior, sin perjuicio de que se 
afecten las meras expectativas de derecho.” 
 
La excepción a la regla principal del principio de legalidad es el  postulado de la  
Ultractividad de la Ley que se aplica cuando la Ley ya no se encuentra vigente 
pero respecto de sucesos ocurridos cuando regía, siempre y cuando ese proceder 
reporte un tratamiento benéfico para su destinatario. Así se expresó la Alta Corte:   
“En cuanto a la proyección futura de los efectos de una ley derogada, 
(Ultractividad de la ley), el régimen legal general contenido en las normas 
mencionadas lo contempla para ciertos eventos. La Ultractividad en sí misma no 
contraviene tampoco la Constitución, siempre y cuando, en el caso particular, no 
tenga el alcance de desconocer derechos adquiridos o situaciones jurídicas 
consolidadas, ni el principio de favorabilidad penal”49
“Dicho régimen legal está contenido en los artículos 17 a 49 de la Ley 153 de 1887 
que de manera general, en relación con diversos tipos de leyes, prescriben que 
ellas rigen hacia el futuro y regulan todas las situaciones jurídicas que ocurran con 
 
 
 (…) “Es claro que la modificación o derogación de una norma surte efectos hacia 
el futuro, salvo el principio de favorabilidad, de tal manera que las situaciones 
consolidadas bajo el imperio de la legislación objeto de aquélla no pueden sufrir 
menoscabo”.  
(…) 
                                                          
49 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-200  de 2001 
posterioridad a su vigencia. A contrario sensu, las situaciones jurídicas extinguidas 
al entrar en vigencia una nueva ley, se rigen por la ley antigua” 
 
Aplicando la regla de legalidad o  irretroactividad de la Ley  en el caso del nuevo 
código penal militar, en donde la parte “general, especial y procesal con contenido 
sustancial se encuentra vigente y es aplicable desde el 17 de agosto de 2010.”50  
Comparativamente hablando encontramos un claro ejemplo cuando  la Ley 1407 
de 2010 modifica los elementos configurativos del punible de abandono del 
servicio de soldados voluntarios o profesionales en su artículo 108, adicionando: 
“(…) se ausente de la unidad sin permiso por más de cinco (5) días, o cuando no 
se presente  a los superiores respectivos dentro de los cinco (5) días siguientes a 
la fecha en que se cumpla un turno de salida, una licencia, una incapacidad, un 
permiso o terminación de comisión u otro acto del servicio o que deba presentarse 
por traslado.”51
En lo referente a la Ultractividad de la Ley tenemos un claro ejemplo, ante la 
coexistencia de dos normatividades militares, que  la Ley 522 de 1999 contiene 
como pena principal privativa de la libertad la pena de arresto y prisión en algunos 
casos, y como pena accesoria a la pena principal de prisión La Separación 
Absoluta de la Fuerza Pública; pero en la Ley 1407 de 2010 desapareció la pena 
privativa de la libertad de arresto y todos los punibles de pena privativa de la 
libertad son sancionados con pena de prisión y la separación absoluta de la 
Fuerza Pública, hace excepción a los delitos contra el servicio y cuando la pena 
impuesta no sea superior a dos años de prisión.     
;  punible que se encuentra contemplado en la Ley 522 de 1999 en 
el artículo 127 sólo con los ingredientes normativos “que abandone los deberes 
propios del servicio en campaña u operaciones militares, por cualquier tiempo”.  
Téngase en cuenta que la irretroactividad  de la Ley se aplica al campo de las 
leyes sustantivas por ser estas de orden público y obligatorio cumplimiento.  
 
                                                          
50 TRIBUNAL SUPERIOR MILITAR, radicado 045-157149-7094-XIV-456-EJC-P.  
 
51 Inciso 2º artículo 108 ley 1407 de 2010. 
En atención a ello y en aplicación al principio de favorabilidad aunque la conducta 
punible se haya realizado bajo el imperio de la Ley 522 de 1999, el fallador 
Castrense debe aplicar lo estatuido en el artículo 51 de la Ley 1407 de 2010 
respecto a la sanción penal accesoria cuando el quantum punitivo de prisión es  
inferior a un año.  
 
CONCLUSIONES 
 
La promulgación del Decreto No. 4977 de 30 de diciembre de 2011, claramente 
conduce a afirmar que en la Jurisdicción Castrense existe concurrencia legislativa, 
situación que obliga a los operadores judiciales de esta especial jurisdicción a 
estar atentos en la aplicación de una u otra ley, por un lado la 522 de 1999 que no 
fue derogada por el nuevo código penal militar que estableció el sistema oral con 
tendencia acusatoria contemplado en la Ley 1407 de 2010; por cuanto 
palmariamente, tal como se analizó en este artículo, el nuevo código penal militar 
–Ley1407-, vigente desde el 17 de agosto de 2010 en su parte general, especial y 
procesal de contenido sustancial, es de obligatoria aplicación. 
 
Surge para estos funcionarios judiciales, la imperiosa necesidad de remitirse al 
mandato constitucional del respeto por el debido proceso estatuido en el artículo 
29 superior, ya que debe dar aplicación al principio de favorabilidad al resolver 
ciertos casos problemas jurídicos a los cuales se ve avocado.   
 
Por ello, el operador judicial de la justicia penal Militar, debe sin asomo de duda 
alguna, siempre dar prelación a la normatividad que más favorezca al sindicado o 
enjuiciado, tomando para ello, el contenido de la Ley 522 ó la Ley 1407, en cuanto, 
una u otra ofrezca mayores beneficios, ante la coexistencia legislativa que se 
presenta y que subsistirá por un largo periodo, ya que como es de  público 
conocimiento, se estudia una reforma integral a esta Jurisdicción Especial.  
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